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I. Introducción

La independencia judicial está en riesgo. Aunque siempre ha ha-
bido intentos por someter a los juzgadores, en la actualidad estas 
tentativas han tomado otra dimensión en muchos lugares. En el 
caso de México, hay acciones concretas dirigidas a dominar la 
impartición de justicia: han desaparecido los fideicomisos del Po-
der Judicial de la Federación, se le ha reducido el presupuesto, y 
existen iniciativas de reforma constitucional encaminadas a ce-
sar a la totalidad de las personas juzgadoras, a la vez de establecer 
un nuevo proceso de designación mediante el voto popular. 

Ante estas circunstancias, ¿qué pueden hacer los jueces? Los 
demás poderes y órganos autónomos cuentan con una garantía 
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para la defensa de su autonomía: la controversia constitucional, 
que tiene como finalidad resolver los conflictos competenciales 
entre órdenes y órganos,1 siendo el mecanismo que salvaguarda 
el federalismo y la división de poderes.2

Sin embargo, el Poder Judicial de la Federación no puede pro-
mover la controversia constitucional en defensa de su indepen-
dencia. La Constitución, al señalar en su artículo 105 los conflic-
tos que debe resolver la corte en esta vía, no indica que puedan 
dirimirse las controversias suscitadas entre este poder y otros, lo 
que resulta lógico bajo el principio de imparcialidad.3 La misma 
Suprema Corte ha desechado las controversias promovidas por el 
propio poder judicial.4

Ahora, el que no sea procedente esta garantía no significa que 
no puedan existir litigios en los que el poder judicial sea parte. 
Este poder puede tener una pretensión resistida por otro órgano; 
o el poder judicial puede resistirse a la pretensión de otro órgano; 
es decir, puede existir un litigio. Somos testigos cotidianos de 
estos conflictos. 

Ante esta situación, debería existir una garantía constitucio-
nal. Las normas no la han previsto.  Pero la Suprema Corte ha 
creado pretorianamente un medio de solución de estas contro-
versias, que ella misma conoce. Este trabajo tiene por objeto ana-
lizar ese mecanismo. 

Para ello, se revisará es el fundamento de la existencia de es-
tas controversias, cuál es su función normativa, así como sus ca-
racterísticas principales usando el esquema clásico de la trilogía 

1	 Cossío Díaz, José Ramón, La controversia constitucional, México, Porrúa, 
2008, p. 120. 

2	 Soberanes Díez, José María, Los conflictos entre órganos constitucionales y el 
Poder Judicial de la Federación, México, Porrúa, 2018, p. 8. 

3	 Ibidem, p. 13. 
4	 En concreto, el juez Rafael González Castillo “en representación del Poder Ju-

dicial de la Federación” planteó una controversia constitucional en contra de 
la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos, y fue registrada con el 
número 226/2018. El ministro Alberto Pérez Dayán la desechó por notoria-
mente improcedente el 2 de enero de 2019, y esta decisión fue ratificada por 
la Primera Sala, el 24 de abril de 2019 (recurso de reclamación 10/2019-CA)

| 368 

José María Soberanes Díez



estructural del proceso5 propuesta por Giuseppe Chiovenda, es 
decir, acción, jurisdicción y proceso;6 y finalmente se hará una 
valoración crítica de esta garantía. 

II. Fundamento

En el 2000 se expidió el artículo 311, fracción XIV de la ley de 
concursos mercantiles, que disponía que el instituto federal de 
especialistas de concursos mercantiles, un órgano del Poder Ju-
dicial de la Federación estaba obligado a rendir un informe se-
mestral sobre el desempeño de sus funciones ante el congreso de 
la unión. Al leer esta norma, el presidente de la Suprema Corte y 
del Consejo de la Judicatura Federal, Genaro Góngora Pimentel, 
hizo una consulta al pleno de la Suprema Corte de Justicia sobre 
la interpretación que debía de dársele. 

En el pleno se consideró que existía un conflicto entre el po-
der judicial y el poder legislativo y que, con fundamento en la 
fracción XI del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, vigente en ese momento, ese órgano podía diri-
mirla. Esa norma disponía expresamente:7 

Artículo 11. El pleno de la suprema corte de justicia velará en todo 
momento por la autonomía de los órganos del poder judicial de la 
federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las 
siguientes atribuciones: […]

5	 Aunque los tres conceptos fundamentales los propuso Chiovenda, la deno-
minación de “trilogía estructural” es de Podetti, Ramiro, Teoría y técnica del 
proceso civil y trilogía estructural de la ciencia del proceso civil, Buenos Aires, 
Ediar, 1963, p. 94.

6	 Chiovenda, Giuseppe, La acción en el sistema de los derechos, Valparaíso, 
Edeval, 1992, passim.

7	 Esa era la norma vigente en ese momento. Actualmente, la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación dispone exactamente lo mismo, pero 
en una fracción distinta la XVII, que es del tenor literal siguiente: “XVII. 
Conocer y dirimir cualquier controversia que surja entre las Salas de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, y las que se susciten dentro del Poder 
Judicial de la Federación con motivo de la interpretación y aplicación de 
los artículos 94, 97, 100 y 101 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y los preceptos correspondientes de esta Ley Orgánica;”
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IX. Conocer y dirimir cualquier controversia que surja entre las sa-
las de la suprema corte de justicia, y las que se susciten dentro del 
poder judicial de la federación con motivo de la interpretación y 
aplicación de las disposiciones de lo dispuesto en los artículos 94, 
97, 100 y 101 de la constitución política de los estados unidos mexi-
canos y en los preceptos relativos de esta ley orgánica; […]

Si leemos detenidamente esa norma, las controversias pre-
vistas en esa fracción son entre órganos del poder judicial de la 
federación. En el primer enunciado se refiere a conflictos entre 
las salas de la propia Suprema Corte. En segundo lugar, aparecen 
controversias que se susciten “dentro del poder judicial”, sin su-
jetarlas a relaciones entre órganos concretos. 

Así pues, en ninguna parte de esta fracción se refiere a un 
órgano ajeno al poder judicial, por lo que de una primera lectura 
no parece que exista competencia para resolver un conflicto en 
el que sea parte un órgano de otro poder. Sin embargo, el pleno 
de la corte consideró que era competente usando un argumento 
a mayor abundamiento: “si el pleno es competente para dirimir 
cualquier controversia que surja dentro del poder judicial de la 
federación, por mayoría de razón lo es para dirimir una cuestión 
que podría suscitarla”.8

Con base en esta interpretación, analizó la norma que es-
tablecía el informe del instituto de especialistas en concursos 
mercantiles al congreso de la unión. Consideró que los informes 
entre poderes únicamente procedían cuando los determinaba la 
constitución, por lo que una ley no podía preverlos.9 A la luz de 
esta consideración hizo una interpretación conforme, en la que 
señaló que el instituto debía rendir ese informe ante los plenos 
de la Suprema Corte y del Consejo de la Judicatura.10

A partir de este asunto, se creó la categoría de expedientes 
“artículo 11, fracción IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

8	 Tesis P. CLVI/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XII, septiembre de 2000, p. 23.

9	 P. CLIX/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena épo-
ca, t. XII, septiembre de 2000, p. 28, Informes entre poderes. Solo proceden 
cuando, de manera explícita o implícita, estén consignados en la constitución

10	 Tesis P. CLX/2000 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XII, septiembre de 2000, p. 29.
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la Federación”, por lo que los posteriores fueron tramitados como 
tales. Entre ellos, se encuentra una controversia entre el consejo 
de la judicatura y auditoría superior de la federación, en el que 
determinó cuál es el alcance de las atribuciones de la auditoría su-
perior de la federación respecto al poder judicial,11 para poder de-
terminar hasta qué punto puede intervenir en la carrera judicial.12

Posteriormente, cuando se suscitó una controversia respecto 
a las obligaciones tributarias del Poder Judicial de la Federación, 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya no fun-
damentó su actuación en la fracción IX del artículo 11 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación , sino en la diversa 
fracción XX.13 esa norma disponía: 

Artículo 11. El pleno de la suprema corte de justicia velará en todo 
momento por la autonomía de los órganos del poder judicial de la 
federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las 
siguientes atribuciones: […]

XX. Para conocer sobre la interpretación y resolución de los con-
flictos que se deriven de contratos o cumplimiento de obligaciones 
contraídas por particulares o dependencias públicas con la suprema 
corte de justicia o con el consejo de la judicatura federal; […]

En esta fracción, efectivamente, se habla de resolución de con-
flictos en los que órganos del Poder Judicial de la Federación son 
parte, y en los que una dependencia pública es la contraparte. Por 
ello, podría considerarse como mejor fundamento. Sin embar-

11	 Tesis P. XXIII/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXIX, abril de 2009, p. 15, Auditoría superior de la federación. 
Alcance de sus atribuciones constitucionales y legales.

12	 Tesis P. XXV/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t.  XXIX, abril de 2009, p. 16, Auditoría superior de la federación. Es 
competente para evaluar el sistema de carrera judicial del poder judicial de 
la federación, únicamente en cuanto a la gestión financiera del ente fiscali-
zado, en el ejercicio fiscal que corresponda.

13	 Esa era la norma vigente en ese momento. Actualmente, la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación dispone exactamente lo mismo, pero en 
una fracción distinta la XXII, que es del tenor literal siguiente: “XXII. Para 
conocer sobre la interpretación y resolución de los conflictos que se deri-
ven de contratos o cumplimiento de obligaciones contraídas por particula-
res o dependencias y entidades públicas con la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación o con el Consejo de la Judicatura Federal;”
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go, esta norma parece más referida a relaciones sujetas a normas 
de derecho privado, como son los contratos. Cierto que habla de 
otras obligaciones, pero señala que son contraídas, lo que en una 
interpretación literal no abarcaría las que son impuestas, como 
sería el caso de las establecidas en una ley, como fue el caso de los 
informes del instituto de especialistas en concursos mercantiles. 

Esta fracción se estableció para que los juicios civiles y mercan-
tiles en los que el consejo de la judicatura o la suprema corte sean 
parte sean resueltos en única instancia por la corte, pues de otra 
forma sería un inferior jurisdiccional o administrativo quien los 
juzgaría, comprometiendo su imparcialidad.  Para salvar esa situa-
ción, la corte señaló que los supuestos ahí mencionados (contratos 
y cumplimiento de obligaciones contraídas) eran meramente enun-
ciativos, por lo que podría servir de fundamento para conocer de 
otros litigios no necesariamente regidos por el derecho privado.14 

A partir de ese asunto, la denominación de estos asuntos es la 
de “controversia prevista en la fracción XX del artículo 11 de la 
ley orgánica del poder judicial de la federación”.15

En este asunto, el pleno pudo pronunciarse acerca de si el 
consejo de la judicatura puede regular aspectos de la relación tri-
butaria en acuerdos generales,16 y si la suprema corte es sujeto 
pasivo del impuesto sobre nóminas.17 

14	 Tesis P. XV/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 13, Controversia prevista en el artícu-
lo 11, fracción xx, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. 
Aunque la enunciación de los supuestos en que procede sea casuística, no 
conlleva a que sea restrictiva y limitada.

15	 Para poder consultar este expediente hay que hacerlo en la sección de “ar-
tículo 11, fracción IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción”, pues se empezó a tramitar como un expediente de este tipo, y fue 
hasta que se discutió este y se cambió el fundamento competencial en que 
se abrió la nueva categoría. 

16	 Tesis P. XXIV/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 9, Acuerdos generales expedidos por 
el consejo de la judicatura federal. Deben limitarse a desarrollar sus fa-
cultades administrativas, sin que puedan regular aspectos inherentes a los 
sujetos de la relación tributaria.

17	 Tesis P. XX/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 30, Nóminas. La suprema corte de jus-
ticia de la nación es sujeto pasivo de ese impuesto, porque al realizar pagos 
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Con la nueva categoría de expedientes derivada del nuevo 
fundamento, se han conocido otros casos, como la solicitud del 
poder judicial del estado de Nayarit al Consejo de la Judicatura 
Federal, respecto del pago de diversos gastos realizados en cum-
plimiento de la obligación de los jueces del orden común de ac-
tuar en auxilio de la justicia federal,18 en donde se fundamentó 
la competencia también en la fracción v del artículo 104 consti-
tucional que corresponde a los tribunales federales conocer de 
aquellas controversias en que la federación fuese parte. Sin em-
bargo, este fue un fundamento particular para el caso concreto, 
por sus circunstancias, y no sirvió para crear una nueva acción.

De los fundamentos utilizados, parece que el mejor es el que 
actualmente se utiliza, es decir, la fracción XXII (antes XX). 
También podría hacerse con fundamento directo en el acápite 
del artículo 11 de la ley orgánica que establece la competencia 
del Pleno para velar por la autonomía de los órganos del Poder 
Judicial de la Federación. Sin embargo, ninguno ni los usados ni 
el propuesto son claros de la competencia ni creadores de una 
acción. Por ello, valdría la pena que el legislador se ocupara del 
asunto, incorporando un fundamento claro en la ley, o creando 
un proceso especial. 

III. Principios estructurales

A partir de los litigios que se han suscitado, con los que hemos 
dado cuenta, podemos advertir que este proceso ha sido utilizado 
por la suprema corte de justicia para velar por la independencia 
del poder judicial que se ha podido alterar por presuntas viola-
ciones a la división de poderes, como en el caso del informe o 
en el de la auditoría superior de la federación, o por violaciones 
al federalismo, como en el caso del poder judicial del estado de 
Nayarit. 

por concepto de remuneración al trabajo personal de sus servidores, revela 
capacidad contributiva. 

18	 Controversia prevista en la fracción XX del artículo 11 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación número 1/2012.
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Es decir, este proceso se usa para defender la división de po-
deres y el federalismo vertical, dos principios constitucionales 
que buscan salvaguardarse por medio de la controversia consti-
tucional. El federalismo horizontal no se encuentra por ser órga-
nos federales. 

La existencia real de litigios en los que se busca salvaguardar 
estos principios pone en necesidad de contar con un medio para 
su defensa en los casos en los que el poder judicial de la federa-
ción es parte. Constitucionalmente se le ha excluido de la contro-
versia constitucional, y se ha tenido que crear pretorianamente 
un procedimiento. Quizá sea tiempo que el constituyente o el 
legislador tome cartas en el asunto. 

3.1. Acción

Al ser de creación jurisdiccional, la ley no prevé quienes pueden 
iniciar este procedimiento. Si se lee el acápite del artículo 11 de 
la ley orgánica, parece que es una acción para la defensa de órga-
nos del poder judicial de la federación. En este sentido fue que se 
pronunció el pleno de la suprema corte al señalar que el objeto de 
estas controversias era “asegurar que tanto al máximo tribunal 
como al consejo de la judicatura federal, les sean respetadas sus 
atribuciones constitucionales y legales”.19

De acuerdo con lo anterior, únicamente los órganos del po-
der judicial de la federación tendrían el derecho de acción como 
parte actora. Sin embargo, al considerar procedente la acción ini-
ciada por el que el poder judicial de Nayarit con lo cual se reco-
noció que tienen acción otros organismos. 

La fracción XX del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación hace referencia únicamente a la supre-
ma corte y al consejo de la judicatura. Estos mismos órganos son 
los mencionados en el criterio antes aludido. Sin embargo, hay 
otros órganos dentro del poder judicial. En específico, podemos 
pensar en el Tribunal Electoral. Bajo una interpretación letrista, 

19	 Tesis P. XV/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 13. 
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no cabría otorgarle el derecho de acción. Sin embargo, atendien-
do a la finalidad del proceso, y considerando que una interven-
ción de otro poder u otro orden podría menoscabar la indepen-
dencia judicial, habría que admitir la posibilidad de reconocer 
como parte al Tribunal Electoral. 

Hay que señalar que la Suprema Corte de Justicia admitió una 
controversia entre el Tribunal Electoral y la Auditoría Superior 
de la Federación, aunque fue fundamentada por el tribunal en la 
fracción IX del artículo 11 y no en la diversa fracción XX.20 el 
asunto no llegó a decidirse pues el Tribunal Electoral se desistió 
de la acción,21 lo que no permitió valorar en qué fracción se ubi-
caba, aunque subiste el precedente de que no es notoriamente 
improcedente que este órgano accione el proceso en contra de 
un órgano ajeno al poder judicial. 

Así, esta acción puede definirse como el derecho a que la su-
prema corte de justicia resuelva los conflictos entre los órganos 
del poder judicial de la federación y otros poderes públicos, ór-
denes de gobierno o particulares, por actos o normas generales 
que, eventualmente, pudieran restringir su esfera de competen-
cia o les impusieran limitaciones u obligaciones que incidan o 
alteren su orden jurídico.

En cuanto a la legitimación en la causa, la suprema corte ha 
sostenido que no se requiere de un agravio o prejuicio para pro-
moverla,22 por lo que basta con un interés simple. 

3.2. Jurisdicción

El órgano que cuenta con competencia para resolver este tipo de 
controversias es el pleno de la suprema corte de justicia de la na-

20	 Expediente Artículo 11, fracción IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación 1/2011. 

21	 Ibidem, sentencia de la Suprema Corte de 18 de enero de 2012.  
22	 Tesis P. XVII/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 

época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 15, Controversia prevista en el artículo 
11, fracción XX, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. Para 
promoverla no se requiere la existencia de un agravio o perjuicio.
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ción, pues todo el proceso se ha fundamentado en el artículo 11 
de la ley orgánica, relativo a las atribuciones del pleno. 

El hecho de que sea un órgano del poder judicial quien dirima 
las controversias, desde luego, pone en entredicho la imparciali-
dad de sus decisiones. La Suprema Corte no podía ser ajena a este 
cuestionamiento y, por ello, sostuvo que en virtud de que en su 
naturaleza de órgano terminal que goza de autojurisdicción, sien-
do inviable que se someta a la potestad ordinaria de un tribunal 
de menor rango para que defienda la autonomía de los órganos 
del Poder Judicial de la Federación, y que esta situación no con-
lleva a que se favorezca a sí mismo y, por ende, que se constituya 
como un tribunal parcial.23 

Desde luego, no podía decir otra cosa la Suprema Corte. Sin 
embargo, es necesario que la competencia para resolver proceso, 
cuando sea regulado por el legislador, sea otorgada a otro poder 
si la Suprema Corte es parte. Si el consejo de la judicatura es par-
te, podría seguir siendo de la competencia de la corte. Tal vez 
podría ser el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Desde 
luego, ninguna resolución jurisdiccional podría ser combatida en 
este proceso. 

3.3. Proceso

Al crear pretorianamente un proceso jurisdiccional, existe el 
problema de determinar las reglas procesales a las que deben 
de sujetarse las partes y el mismo juzgador. Esto es un tema de 
primera importancia pues las reglas procesales existen para dar 
certeza jurídica, pero, sobre todo, para salvaguardar el derecho 
al debido proceso. Aunque pueda cuestionarse si los órganos pú-
blicos son titulares del derecho, por lo menos, están legitimados 
para aducirlo en un juicio. Por ello, debe de respetarse en todo 

23	 Tesis P. XXIX/2010, en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, no-
vena época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 7, Controversia prevista en el artí-
culo 11, fracción XX, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. 
La atribución conferida en ese precepto al tribunal en pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, es acorde con su naturaleza de órgano ter-
minal y no implica parcialidad en sus decisiones. 
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momento. Más en los procedimientos de única instancia que co-
noce el más alto tribunal del país.  

Podría aplicarse directamente el derecho constitucional al 
debido proceso, que tiene concreciones muy claras.24 Así, habría 
que notificar el inicio, dar derecho a las partes a probar, escuchar 
sus alegatos, etcétera. 

Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación con-
sideró que este procedimiento debía de regirse conforme al Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles. Ese ordenamiento dis-
pone en su artículo 18, relativo a la competencia, que los asuntos 
que corresponda conocer a la suprema corte se resolverán por 
su Tribunal Pleno en única instancia “de conformidad con las 
disposiciones de este ordenamiento”. Esta es una regla general, 
que no es aplicada cuando hay una norma especial. En el caso, al 
no existir ley particular, hay que estar a la norma general y, por 
tanto, se rige conforme al ordenamiento citado. 

Expresamente, la Corte sostuvo que la controversia prevista 
en el artículo 11, fracción XX, debe tramitarse “como un juicio 
ordinario civil federal regulado en el citado código adjetivo que 
establece las fases mínimas de todo procedimiento seguido ante 
autoridad judicial”,25 con lo cual se respetaría la garantía de au-
diencia.  

Siendo el civil el derecho común, es lógico que el código ad-
jetivo de esta materia sea el que rija este procedimiento no exis-
tiendo una norma especial. Sin embargo, la corte sostuvo que el 
ejercicio de la acción no está determinado a un plazo de prescrip-
ción,26 por lo que puede promoverse en cualquier momento. 

24	 Sobre las concreciones del derecho constitucional al debido proceso, Sobe-
ranes Díez, José María, Teoría del Proceso. Perspectiva constitucional, Méxi-
co, Tirant lo Blanch, 2015, pp. 133 y ss.  

25	 Tesis P. XXX/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 8, Controversia prevista en el artículo 
11, fracción XX, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. Su 
trámite respeta la garantía de audiencia.

26	 Tesis P. XVI/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 
época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 16, Controversia prevista en el artículo 
11, fracción XX, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. Su 
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Salvo cuando el Tribunal Electoral sea parte, la instrucción 
de este proceso la debe conducir el ministro decano, es decir, 
el presidente en funciones de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de conformidad con los artículos 13 y 14, fracción II 
de la ley orgánica, pues el presidente de la Suprema Corte y del 
Consejo de la Judicatura es el representante de estos órganos.27 

Concluida la fase de instrucción, viene la etapa de juicio, que 
corresponde al Tribunal Pleno. Los efectos de la sentencia es un 
tema de importancia, pues no hay una ley que indique cuáles 
pueden ser, es decir, si se puede inaplicar una norma, invalidarla, 
si puede condenarse a la parte demandada, etcétera. 

Admitiendo la existencia y la procedencia de este tipo de 
controversias, no puede quedar sin efectos la resolución del ple-
no, porque una sentencia que solo hiciera una declaración vol-
vería inoperante todo el proceso. Debe poder condenar. Y para 
poder salvaguardar la división de poderes y el federalismo, que 
son sus principios informantes, la corte debe tener la posibilidad 
de realizar un juicio de constitucionalidad de normas. 

Lo que parece difícil es poder otorgarle los efectos de invali-
dez general de normas que tiene la controversia constitucional, 
pues no hay un fundamento constitucional que permita quitarle 
la fuerza de ley a una norma cuestionada. 

La suprema corte de justicia de la nación ha sostenido al respec-
to que este procedimiento: “no tiene por objeto declarar con efec-
tos generales o limitados la constitucionalidad o inconstituciona-
lidad de actos o normas generales, sino que solo delimita la esfera 
competencial de la suprema corte de justicia de la nación o del con-
sejo de la judicatura federal, y establece la forma de respetarla”.28

promoción no está sujeta a un plazo determinado.
27	 Conforme a los artículos 14, fracción I y 85, fracción I de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación. 
28	 Tesis P. XVIII/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena 

época, t. XXXI, febrero de 2010, p. 14, Controversia prevista en el artículo 
11, fracción XX, de la ley orgánica del poder judicial de la federación. La 
sentencia pronunciada en ese procedimiento solo delimita la esfera com-
petencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la 
Judicatura Federal, y establece la forma de respetarla.
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Por ello, sostuvo que los efectos de esa resolución solo se 
concretan en “anular la eficacia jurídica de una obligación im-
puesta en una norma secundaria o a ordenar la abstención de 
realizar una acción determinada en caso de que afecte su esfera 
jurídica de atribuciones, o bien, si resultan acordes a esta, fijar y 
reconocer que deben acatarse los deberes establecidos por otro 
órgano de gobierno”.29

IV. Análisis crítico

El mecanismo utilizado por la suprema corte para defender la in-
dependencia del poder judicial de la federación no tiene un funda-
mento constitucional ni legal claro. Los intentos por darle sustento 
no son del todo convincentes. Se trata de interpretaciones forzadas. 

Por lo mismo, la competencia del alto tribunal para dirimir 
estas controversias es muy cuestionable. El procedimiento al que 
se encuentran sujetas las partes también representa un proble-
ma, pues, aunque respeta el contenido esencial del debido proce-
so, no termina de ser claro. 

Estas deficiencias se traducen en una falta de fuerza de este 
mecanismo y, sobre todo, que se cuestione su legitimidad: la 
suprema corte, por si y ante si decide que se ha vulnerado su 
independencia y, por tanto, procede a anular la actuación de su 
contraparte. 

No es lo ideal que el mecanismo de defensa de la indepen-
dencia judicial esté cuestionado sobre la independencia de quien 
juzga en ese mecanismo. Hay veces que resulta inevitable que la 
suprema corte resuelva un asunto en el que tiene un interés. Eso 
ha sucedido, por ejemplo, cuando se impugnó la ley de remune-
raciones de los servidores públicos;30 o cuando se impugnó en 
acción de inconstitucionalidad la expedición de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, en concreto, su régimen tran-
sitorio que prorrogaba el mandato del presidente Zaldívar y de 
otros consejeros de la judicatura.31 

29	 Idem. 
30	 Acción de inconstitucionalidad 105/2018 y su acumulada 108/2018.
31	 Acción de inconstitucionalidad 95/2021 y su acumulada 105/2021.
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Pero en estos casos fueron terceros los que impulsaron los 
pronunciamientos. Minorías legislativas o la comisión nacional 
de los derechos humanos fueron quienes ejercieron las acciones 
de inconstitucionalidad que produjeron los pronunciamientos 
de la Suprema Corte. Por ello, aunque el poder judicial material-
mente fuera parte, pues tenía interés, formalmente no lo era.

En los conflictos materia de análisis en el presente trabajo, el 
poder judicial es tanto parte material, por el interés, como for-
mal, por ser quien promueve. Quizá se pueda argumentar que no 
existe otra opción, y que ante el estado de necesidad algo debe 
hacerse. Sin embargo, no es lo ideal. 

Ante esto, cabe preguntarse si debería legitimarse al poder 
judicial de la federación para ser parte en las controversias cons-
titucionales. Si se hiciera eso, tendríamos el mismo problema de 
independencia, pues la suprema corte sería juez y parte. Sin em-
bargo, estaríamos en una mejor situación pues el fundamento de 
la competencia del alto tribunal tendría sustento constitucional 
y no estaría en una interpretación forzada. Además, habría un 
procedimiento claro al que sujetarse. 

Posiblemente lo mejor sea recurrir a la imaginación y pensar 
un nuevo mecanismo para dirimir este tipo de conflictos, sin que 
el poder judicial sea el encargado de impartir justicia. Habría que 
pensarlo más, pero tal vez se podría encomendar a académicos 
o abogados independientes que resolvieran estas controversias. 
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